TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio veinte (20) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 288 del 20 de junio de 2016

Expediente No. 66682-31-03-001-2016-00072-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi –IGAC-, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el pasado 29 de abril, en la acción de tutela que instauró la señora María Julieta Londoño de López contra la entidad recurrente.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la actora los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Es propietaria inscrita del predio ubicado en la vereda El Óbito, finca El Refugio, del municipio de Santa Rosa de Cabal, identificado con matrícula inmobiliaria número 296-22817 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de ese mismo municipio.

1.2 El 21 de julio de 2015, con radicado 3662015ER5237, solicitó al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, trámite de rectificación de área de terreno de la finca referida; como no le contestaron, el 12 de noviembre del mismo año elevó derecho de petición a fin de que lo hicieran, con resultados negativos.

1.3 El silencio de la entidad le ha generado graves perjuicios, pues actualmente ha realizado ventas parciales del inmueble y no ha podido suscribir las respectivas escrituras a los nuevos propietarios, lo que a estos les causa serias dificultades.

2.- Considera lesionado su derecho de petición. Para su protección, solicita se ordene a la entidad accionada que de manera urgente e inmediata dé respuesta de fondo a la petición de rectificación de terreno que presentó el pasado 21 de julio de 2015, con radicado 3662015ER5237.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto del 18 de abril último se admitió la demanda y se ordenaron las notificaciones de rigor.

2.- La entidad demandada se pronunció por medio de su Secretario – Abogado. Afirmó que la solicitud de rectificación de área, elevada por la demandante, debe ser atendida dentro de los términos establecidos por la “normativa especial”, para lo cual se estará informando oportunamente la procedencia y avances del trámite, después de realizar el estudio de los títulos y demás documentos públicos probatorios allegados con la solicitud, actividad que está realizando un reconocedor predial contratista, para la verificación de los aspectos físicos y jurídicos del predio asociado a la solicitud y realizar el cotejo de la información aportada, contra la que reposa en la base de datos catastral y sistema de información geográfico SNC y adoptar la decisión correspondiente con base en el informe presentado, tal como lo establece el artículo 3 de la resolución No. 070 de 2011.
Indicó que de ello se comunicó a la peticionaria en el oficio con radicación 3662016EE1968, mediante el cual se le dio respuesta al derecho de petición elevado, el que se rige por una normatividad técnica, resolución IGAC 070 de 2011, en la cual se describen los  procedimientos que se realizan conforme al tipo de trámite requerido; que actualmente la Territorial Risaralda del IGAC, solo cuenta con dos oficiales de catastro para atender las cerca de 4.000 solicitudes de trámites catastrales y revisiones de avalúo que se encuentran activas en los departamentos de Chocó y Risaralda; las peticiones se resuelven en orden cronológico,  según lo estipulado en la ley 962 de 2005 y adoptado en la resolución 070 de 2011.
Adujo que conforme a las normas vigentes, garantizando el derecho de turno y el orden cronológico, les es imposible atender la obligación adquirida en el marco del objeto misional de la entidad en un término inmediatista (sic) como lo pretende la actora, ya que el derecho de petición se le contestó dentro de los términos establecidos por la ley 1755 de 2015 y del “CPACA”;  adicionalmente, dice, ese trámite no es un derecho fundamental y “está bajo los preceptos de una normatividad Técnica que es la resolución 070 de 2011”.
Agregó que en por resolución 1055 de 2012 se reglamentó el trámite interno del derecho de petición y la manera de atender las quejas, reclamos y sugerencias, para garantizar el buen funcionamiento de los servicios a cargo del IGAC.
Concluyó que de conformidad con la jurisprudencia y las normas vigentes, no se encuentra probada la vulneración del derecho fundamental de petición de la accionante, porque la solicitud que presentó ante el IGAC da lugar a la iniciación de una actuación administrativa especial, regida por fases, etapas y requerimientos específicos, cuyos pormenores no se debatieron en la tutela, siendo imposible declarar la lesión de tal derecho con la sola constatación del tiempo transcurrido desde la radicación de la solicitud.
Anexó copia de las comunicaciones que dice envió a la peticionaria.
3.- Mediante sentencia del 29 de abril de este año, la Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal concedió el amparo solicitado y ordenó a la Directora Territorial (E) del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, Dra. Luz Marina Chica Alzate, o quien haga sus veces, que dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de dicha sentencia, se le dé una respuesta clara y de fondo a la petición que elevó el 21 de julio de 2015, “señalando la fecha en la cual realizarán la visita con el reconocedor predial contratista”. Para decidir así empezó por citar jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el derecho de petición y concluyó luego, que en el caso concreto no se le brindó a la peticionaria una respuesta que resuelva de fondo su solicitud y en tal forma se vulnera aquel derecho.
4.- Inconforme con el fallo, la entidad accionada lo impugnó, con fundamento en los mismos argumentos que expuso en el escrito por medio del cual se pronunció sobre la solicitud de amparo. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Considera la demandante lesionado el derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, porque el Instituto Geográfico Agustín Codazzi no le ha respondido la solicitud de rectificación del área de terreno que formuló el 21 de julio de 2015, ratificada el 12 de noviembre siguiente.
3.- Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:
“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

…

4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
.
4.- El artículo 13 de la ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución y que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción.
5.- Con la demanda se incorporó copia de la constancia de la solicitud de conservación para el trámite de rectificación del área de terreno, elevada por la señora María Julieta Londoño de López al IGAC, respecto del inmueble con número predial 666820005000000030073000000000, radicada bajo el número 66682200005392015, el 21 de julio de 2015
. También de una petición que dirigió a la misma entidad el 12 de noviembre de 2015, por medio del cual solicitó se le agilice dicha solicitud
.
La parte accionada arrimó copias de los oficios de fechas 11 y 22 de abril de este año, dirigidos a la demandante por Funcionario Responsable de Conservación del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en los que le informa que la solicitud de Rectificación de Área Total de Terreno se rige por una normatividad técnica, resolución IGAC 070 de 2011, en la que se describen los  procedimientos que se realizan conforme al tipo de trámite requerido, el cual debe ser atendido dentro de los términos establecidos por las normas especiales; el lapso estimado para la atención de los trámites catastrales es de 365 a 730 días y las solicitudes se resuelven en orden cronológico, siendo imposible atender la obligación adquirida en el marco del objeto misional de la entidad en un término inmediatista (sic), sin embargo, por encontrarse asignado el trámite a un ejecutor, resta agotar las actuaciones internas para tomar la decisión correspondiente
. No se acreditó que dichos oficios se hubieran remitido a la accionante.
6.- Evidencian los referidos documentos que la entidad demandada no ha dado respuesta a la solicitud elevada por la demandante el 21 de julio de 2015 y que reiteró el 12 de noviembre siguiente, para lo cual contaba con el término de treinta días de acuerdo con el artículo 116 de la resolución 70 de 2011, expedida por el Director Nacional del IGAC y por ende, se considera lesionado el derecho cuya protección se invocó.
Para la Sala no tienen acogida los argumentos que plantea el accionado para justificar la mora en responder, pues la referida resolución ni siquiera establece plazo alguno superior a dos meses, para resolver los diferentes trámites que ante ella han de adelantarse.
Adujo también la entidad impugnante que la resolución 1055 de 2012, reglamenta el trámite interno del derecho de petición y la manera de atender las quejas, reclamos y sugerencias, para garantizar el buen funcionamiento de los servicios a cargo del IGAC.
Frente a este último punto valga aclarar que la resolución a la que se  hace referencia es en realidad la No. 1015 de 2012, “Por la cual se reglamenta el trámite interno del derecho de petición y la manera de atender las quejas para garantizar el buen funcionamiento de los servicios a cargo del Instituto Geográfico Agustín Codazzi”, pero las normas que contiene tampoco justifican la demora en decidir, pues el artículo 9 dice que el trámite para dar respuesta y solución a un derecho de petición, debe realizarse dentro de los quince días hábiles siguientes a su recepción en el Instituto.
Y no puede considerarse satisfecho el derecho de petición con los oficios que atrás se describieron, pues en ninguno de ellos se le brinda a la accionante una respuesta clara, precisa y congruente; por el contrario se le mantiene en incertidumbre respecto al trámite que procura adelantar, pero además, ni siquiera se acreditó que se le hubiese informado sobre su contenido.
7.- En conclusión y como ya se había anunciado, se considera vulnerado el derecho de petición de que es titular la demandante. En consecuencia, se confirmará el fallo que se revisa, excepto el ordinal segundo en cuanto ordenó al Instituto demandado señalar “la fecha en la cual realizarán la visita con el reconocedor predial contratista”, pues no es cosa como esa la que pretende obtener la peticionaria. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el pasado 29 de abril, en la acción de tutela que instauró la señora María Julieta Londoño de López en contra del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, excepto el ordinal segundo que ordenó al Instituto demandado señalar “la fecha en la cual realizarán la visita con el reconocedor predial contratista”, que SE REVOCA.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folio 12 cuaderno No. 1.


� Folio 9 cuaderno No. 1.


� Folios 23 y 24, cuaderno No. 1.
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